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RESUMEN 

 

El presente ensayo académico tiene como objetivo establecer a través de la 

teoría, conceptos que comprendan la activación de los derechos 

constitucionales de las personas a participar dentro de los procedimientos 

gubernamentales, conocidos también como participación ciudadana. 

Proponiendo al modelo de democracia deliberativa como medio alterno para la 

consecución de los fines de participación social, enfatizando el debate público y 

el diálogo constante entre ciudadanos y el aparato estatal; culminando con el 

empoderamiento efectivo de los derechos de participación y la iniciativa 

ciudadana en las decisiones estatales. 

 

En una segunda parte, dicho trabajo está orientado hacia el análisis específico 

del mecanismo de participación (silla vacía) en el GAD del Distrito 

Metropolitano de Quito, exponiendo en un primer plano la situación de 

participación a nivel nacional, para finalmente comprobar la realidad que vive 

nuestra comunidad ante la falta y/o limitada implementación de este 

mecanismo de participación en la Ciudad de Quito. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

ABSTRACT 

 

The objective of this academic essay is to establish, through theory, concepts 

that include the activation of people’s constitutional rights to participate in 

governmental procedures, also known as citizen participation. Proposing the 

deliberative democracy model to be constituted as an alternative way for the 

achievement of the purposes of social participation, emphasizing the public 

debate and constant dialogue between citizens and the state apparatus; 

culminating with the effective empowerment of participation rights and the 

citizens' initiative in state decisions. 

 

In a second part, this work is oriented towards the specific analysis of the 

mechanism of participation (silla vacía) in the GAD of the Metropolitan District of 

Quito, exposing in a first level the situation of participation at national level, to 

finally verify the reality that lives our community to the lack and / or limited 

implementation of this mechanism of participation in the City of Quito. 
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INTRODUCCIÓN 

 

Dentro de la denominada “participación ciudadana”, encontramos diversas 

corrientes que se han preocupado por fomentar aspectos participativos en las 

esferas político – sociales de los órganos gubernamentales de los Estados, es 

aquí donde surge la teoría de la democracia deliberativa, exponiendo como 

elementos esenciales al debate y la discusión pública, proponiendo una mayor 

intervención de la sociedad civil dentro de la planificación y gestión de las 

decisiones públicas.  

 

A través de la democracia deliberativa, proponemos como resultado al 

empoderamiento ciudadano, el cual conlleva varios beneficios de orden 

funcional, al concluir con el apoderamiento de los derechos de participación por 

parte de los ciudadanos y la transformación de estos en verdaderos sujetos 

deliberativos, con el objetivo de participar en su propio desarrollo.  

 

Al fijar dichos preceptos teóricos, es primordial aplicarlos dentro de la realidad 

práctica, partiendo desde la participación ciudadana   para posterior a esto, 

realizar el análisis sobre un mecanismo de participación ciudadana en 

específico denominado: silla vacía, específicamente en el Distrito Metropolitano 

de Quito, siendo este un instrumento que permite que cualquier ciudadano 

pueda ocupar efectivamente un puesto dentro de las sesiones convocadas por 

los Gobiernos Autónomos Descentralizados, en este caso en los niveles 

provincial, cantonal y parroquial; pudiendo ser participe con voz y voto en las 

decisiones que se lleguen a tomar. 

 

De ahí que, este ensayo académico busca consolidar que en el Distrito 

Metropolitano de Quito, el mecanismo silla vacía, no ha sido un instrumento 

participativo que ha logrado sus objetivos constitucionales, al contar con cero 

intervenciones desde la aprobación de la Constitución del 2008, lo que conlleva 

a cuestionarse realmente cuales son las falencias que el mismo conlleva y de 

qué manera es posible impulsar el uso de este mecanismo, el cual es 

considerado como un elemento clave para fomentar la participación ciudadana 

y la culminación del empoderamiento de derechos.   
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1. CAPÍTULO I. EL EMPODERAMIENTO CIUDADANO Y LA DEMOCRACIA 

DELIBERATIVA 

 

1.1. Empoderamiento Ciudadano 

 

1.1.1. El Empoderamiento Ciudadano como elemento sustancial para el 

ejercicio del derecho de participación 

 

El concepto de empoderamiento busca definir como máxima expresión de la 

titularidad de los derechos de participación, a la constatación y funcionalidad de 

la apropiación de espacios y diálogos desde la iniciativa de los propios 

ciudadanos. Fortaleciendo las diversas áreas comunicativas de la sociedad civil 

y convirtiéndose en una premisa que asume el control de nuestras decisiones 

en la esfera pública; manteniendo un alto nivel de intervención a través de la 

voz ciudadana. 

 

Dentro de esta perspectiva, la noción de empoderamiento data en la década de 

los 90 a partir del verbo inglés empower, el cual buscaba dar significado a los 

proyectos de desarrollo social que se posicionaban como un nuevo marco de 

innovación en los organismos internacionales. A su vez, esta noción puede 

rastrearse a partir de la lucha feminista, proponiendo una nueva vía para que 

las mujeres desarrollen las mismas capacidades y facultades que los hombres. 

Esta definición también, ha llegado a ser un lema para los movimientos 

sociales que propugnan un avance en políticas públicas con un enfoque 

basado en derechos. 

 

Al respecto, dentro de algunas definiciones al concepto de empoderamiento, 

Bobadilla manifiesta que se entiende por: “El aumento de la autoridad y del 

poder de los individuos sobre los recursos y decisiones que afectan su 

bienestar; la expresión de la libertad de escoger y actuar sobre las 

circunstancias socioeconómicas y políticas en las cuales están involucrados” 

(Bobadilla, s.f., p.30).  
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En una perspectiva similar, Iturralde expone que el empoderamiento, “es el 

resultado del desarrollo de capacidades y de la acción organizada de sectores 

sociales que se erigen a sí mismos como actores a través de la intervención e 

incidencia en los acontecimientos o conflictos sociales, desde sus propios 

intereses, es decir con una dirección determinada” (Iturralde, s.f., p.25). 

 

Tomando en cuenta las definiciones presentadas, se puede conceptualizar al 

empoderamiento como una noción que plantea apoderarse efectivamente de 

una situación conflictiva, a través del accionar de los actores en distintas 

perspectivas de la vida social, como lo puede ser en situaciones de género, 

pobreza, desigualdad y en nuestro caso en particular, la participación activa de 

la ciudadanía en las decisiones estatales.   

 

En este contexto, el empoderamiento se dirige al fortalecimiento de los sujetos 

de desarrollo, quienes son los principales partícipes, dentro de la activación de 

los procedimientos de participación, de esta manera, su voz e intereses 

colectivos son tomados en cuenta y plasmados en la realidad. Manifestando 

así, que la ciudadanía es la encargada de ocuparse de espacios públicos de 

diálogo, donde es posible dar a conocer sus ideas y se proclama un debate que 

encamina potencialmente la solución de problemas de carácter público-privado.  

Por lo tanto, el objetivo fundamental que conlleva el empoderamiento 

ciudadano, es mejorar la gobernabilidad de un Estado, a fin de que exista 

comunicación directa entre la sociedad civil y el órgano gubernamental, 

fomentando así un proceso de interacción permanente.  

 

Es así, que la sociedad civil se expone como el mayor protagonista de su 

propio desarrollo, asumiendo mayores responsabilidades frente al manejo de lo 

púbico, como lo puede ser impulsando propuestas de desarrollo, proponiendo 

temas de discusión, vigilando el cumplimiento de políticas públicas, entre otras.   

Al respecto, Garaicoa garantiza que: “Sin la participación popular y comunitaria 

como proceso formativo y orientador del valor empoderativo sustancial, la 
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estructura constitucional material y formal del Estado de derechos y justicia se 

reduciría a un simple enunciado” (Garaicoa, 2004, p.270). 

 

En el caso específico del Ecuador, encontramos que en la Constitución del 

2008, en su contenido jurídico, nos expresa el derecho a la participación 

ciudadana y posteriormente la Ley Orgánica de Participación Ciudadana 

desarrolla este concepto, elaborando instrumentos jurídicos efectivos como lo 

son los consejos ciudadanos sectoriales, consejos consultivos, audiencias 

públicas, presupuestos participativos, asambleas ciudadanas, cabildos 

populares y nuestro tema de estudio la silla vacía. Para que de esta manera, 

exista un medio material para la consecución del fin participativo y haya una 

apertura al debate público que pueda concluir en un verdadero 

empoderamiento y no una simple alegoría.   

 

Grzybowski considera que al hablar de empoderamiento, este: “trae consigo 

nuevas organizaciones, una cultura democrática de derechos y una real 

capacidad de incidencia en la lucha política” (Grzybowski, 2004, p.58). 

 

Por consiguiente, cuando hablamos de empoderamiento ciudadano, tenemos 

que considerar que es una estructura que trae consigo la reafirmación de 

derechos, conjuntamente con un llamado a la participación de la vida política, lo 

cual permitirá dotar a los ciudadanos de instrumentos funcionales que serán 

usados para la consecución de sus propios intereses.  

 

En definitiva, el empoderamiento se consolida alrededor de una premisa por la 

justicia, la participación, la armonía social y fundamentalmente por el 

reaccionar de la vida en democracia, compuesta por una ciudadanía activa, 

que replantee los conceptos de poder en una variedad de niveles, dimensiones 

y esferas sociales. A través de los mecanismos constitucionales existentes, que 

aseguren efectivamente el goce de los derechos de participación. 
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A partir de lo analizado, parece surgir una conclusión parcial, en torno a que la 

definición de empoderamiento, resulta imprescindible para replantear y dotar de 

contenido a ciertas cuestiones que respondan a las siguientes preguntas: 

¿Cómo se pretende alcanzar el cumplimiento del empoderamiento a nivel 

participativo? ¿Cuál es el resultado final a través del empoderamiento? y 

¿Cuáles son los mayores impedimentos frente a este enunciado? 

 

1.1.2. Claves para avanzar desde la participación al empoderamiento  

 

Como fue demostrado en el apartado anterior, el empoderamiento ciudadano 

evidencia un despertar de los ciudadanos, dentro de su vida en sociedad, 

comprendiendo cuáles son sus derechos, para que sirven y cuáles pueden ser 

sus resultados ante el ejercicio de los mismos. Estableciendo como primer 

paso a la participación, que una vez asumida en su totalidad por parte de los 

ciudadanos, da paso a un empoderamiento perdurable en el tiempo. Para tratar 

este vínculo expondré algunos componentes elementales para la configuración 

del empoderamiento, a partir de una iniciativa que sobresale a raíz de la 

participación.  

 

Comenzaré está sección con una cita del Programa de las Naciones Unidas 

para el Desarrollo, en su informe de 1993, el cual señala la importancia de: 

“que la gente intervenga estrechamente en los procesos económicos, sociales, 

culturales y políticos que afectan a sus vidas…pueden ejercer un control 

completo y directo sobre estos procesos, o parcial e indirecto…Lo importante 

es disponer de un acceso constante a la adopción de decisiones y al poder” 

(Programa de Naciones Unidas para el desarrollo, 1993, p.78). 

 

Una de las primeras iniciativas para obtener cierto grado de empoderamiento, 

comienza por la participación efectiva de la sociedad civil en decisiones que 

afectan su día a día, convirtiéndose en un verdadero empoderamiento de 

nuestros derechos, el cual cobra sentido a partir de la existencia de varias vías 
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de participación social, las cuales permiten una mayor inserción a la toma de 

decisiones y un verdadero cambio social.  

 

Villalba manifiesta que.: “La cuestión fundamental no reside en medir cuán 

participativa es una estrategia, sino en analizar qué condiciones han de cumplir 

los procesos de participación popular para impulsar un mayor empoderamiento, 

desarrollo y bienestar” (Villalba, 2008, p.302). 

 

Es por esto, que es importante profundizar en los procesos de participación, 

como la designación de mecanismos y metodologías que permitan definir 

quiénes serán los sujetos activos que iniciarán tales procesos, en qué espacios 

se llevarán a cabo las intervenciones, entre otras cuestiones relativas a la 

definición del derecho de participación. 

 

Bajo este entorno, se buscan vías por las cuales la propia ciudadanía pueda 

definir cuáles serán los términos y la naturaleza misma de su participación. 

Para así, configurar una participación construida de abajo hacia arriba, donde 

los principales partícipes somos los ciudadanos, quiénes, desde nuestro nivel 

organizativo, impulsamos nuestra inserción en la planificación, desarrollo y 

concreción de planes estatales, alcanzando una estructura no solo legal, sino a 

su vez una estructura interdependiente del poder estatal, que permita 

precautelar los intereses sociales.  

 

Por un lado, vemos al Estado como creador de instrumentos jurídicos, 

facilitando el uso de los mismos a los ciudadanos y por el otro, vemos una 

sociedad civil más organizada, quien interviene de manera más influyente en la 

concertación de su propia participación.  

 

Por otro lado, es primordial definir quiénes serán los sujetos que participarán 

activamente en esta llamada al empoderamiento, reconociendo de antemano 

una propuesta inclusiva que genere la participación de la mayor cantidad de 

ciudadanos posibles.  
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Con lo cual, es recomendable que el Estado provea una capacitación previa o 

la adecuación a la normativa vigente a personas que desconocen la legislación 

o fines que se lograrán con su intervención. De esta manera, se enfatiza en los 

procedimientos informativos, liderados por el poder estatal, los cuales lograrán 

un mayor alcance de conocimiento referente a asuntos públicos y el 

fortalecimiento de segmentos sociales que se encuentren marginados en razón 

de su desinformación. 

 

En este orden de ideas, Montufar manifiesta que los actores empoderados: 

“que se gobiernan a sí mismos pero también ayudan a gobernar el orden social 

a nivel de sus barrios o comunidades…se convierten en una estrategia de 

aprendizaje de la sociedad dirigida a que los actores sociales cambien sus 

conductas, se empoderen y se conviertan en agentes garantes de la 

gobernabilidad” (Montufar, 2004, p.62).  

  

Otro aspecto clave para el direccionamiento al empoderamiento, es el grado de 

autogestión que se le suministre a los sujetos que intervienen en dichos 

espacios de participación, donde sus ideas y propuestas son tomadas a 

consideración. Es así, que son los propios ciudadanos quienes se encargan de 

crear propuestas y ponerlas en práctica, con la ayuda de los canales 

construidos a nivel estatal, lo que culminará con políticas públicas inclusivas, 

definiciones de nuevos proyectos sociales o el seguimiento de planes 

planteados por el órgano central.  

 

Finalmente, este breve análisis apunta a que la participación de la ciudadanía, 

es una de las condiciones relevantes para reconstruir desde abajo un primer 

grado de empoderamiento, siendo esta una iniciativa de gran valor para 

agendar temas de orden general público. Logrando que los ciudadanos 

aprecien la importancia de sus intervenciones en espacios principalmente 

públicos que puedan impulsar y dar funcionamiento a los mecanismos creados 

con este fin participativo. Posteriormente, en el capítulo segundo se tratará con 

más detenimiento esta dimensión bajo un enfoque normativo. 
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1.1.3. ¿Para qué sirve el empoderamiento? 

 

Partiendo desde la premisa de la necesidad de desarrollar al empoderamiento 

ciudadano como una estrategia política y jurídica que permita confrontar la 

inequidad de poder, podemos determinar que esta noción se vuelve un 

instrumento que supone esfuerzos desde la ciudadanía para corregir y vigilar 

las diferentes condiciones económicas y políticas de desigualdad y alcanzar de 

este modo, nuevos equilibrios sociales. El empoderamiento como práctica 

política se plantea como meta de un verdadero poder democratizador, con 

inclusión y formación de ciudadanos activos que se involucran constantemente 

en el progreso social dentro del mundo global.  

 

Soria indica que el potencial del empoderamiento implica mirar este concepto 

como: “una herramienta efectiva, tanto para la democratización (desde los 

espacios locales hasta los distintos niveles en los que se encuentran e 

interactúan la Sociedad y el Estado), como para la construcción de valores 

democráticos compartidos, piedras angulares de una deseable, necesaria y 

posible cultura democrática” (Soria, s.f., p.48). 

 

Por lo tanto, es indispensable plantear la necesidad de prácticas democráticas 

en todos los niveles del Estado, permitiendo que existan varios espacios de 

intervención y una sociedad consolidada sobre bases funcionales de valor 

participativo en el ámbito local, regional y estatal.  

 

En el análisis anterior, parece mostrar una visión optimista de la 

institucionalidad de lo público, alivianando la carga decisional del Estado como 

ente regulador y dotando a la sociedad civil de instrumentos para una mayor 

incidencia en la vida estatal. Resultado que será alcanzado e irá 

desarrollándose en aras de una mejor gobernabilidad, que no podría ser 

posible sin una reforma de carácter social progresivo sobre los procesos de 

participación y sus mecanismos.  
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1.1.4. Cuestiones críticas del empoderamiento  

 

Ahora bien, cuando hablamos de empoderamiento ciudadano, nos enfocamos 

en un concepto más o menos contemporáneo, que recién está comenzando a 

surgir en el mundo de la práctica democrática, noción que se enfrenta en la 

actualidad con grandes dificultades de carácter social, cultural y político; las 

cuales serán presentadas a continuación:   

 

Cleaver expresa que los problemas se enfatizan en: “Tratar la participación 

simplemente como un método técnico de proyectos en vez de como una 

metodología política; evitar las consideraciones sobre el poder por ser éstas 

divisas; considerar la participación intrínseca e invariablemente buena más allá 

de sus costes y efectos; excesivo hincapié en lo parcial, local y enfoques de 

abajo a arriba; recelo del Estado y lo público al enfatizar la reforma personal en 

vez de la lucha política” (Cleaver, 1999, p.87). 

 

En efecto, llevar a cabo una propuesta tan innovadora a la realidad, es uno de 

los ideales más demandantes en cuestión de enfatizar un cambio generador en 

dos sistemas distintos, por un lado convencer al Estado de que la ciudadanía 

está lista para tomar la rienda de decisiones que recaen sobre la misma y por 

otro lado, que el Estado brinde a la ciudadanía información para que acceda a 

estos espacios y se posicione sobre estos, de tal manera que exista realmente 

un impulso en el proceso participativo que pretenda ser transformador, 

logrando su cometido.  

 

En palabras de Garaicoa: “El empoderamiento es factible dentro del marco de 

una política pública inclusiva y de consensos dinámicos en torno a metas 

estatales de progreso, que sean permanentemente evaluadas por los actores 

sociales en sus impactos y en sus consecuencias” (Garaicoa, 2014, p.111). 

 

Al respecto, probablemente la solución a las críticas que se sujetan a la idea de 

empoderamiento sea justamente esta, el ir avanzando y considerando los 
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cambios que se produjeren a raíz del desarrollo del rol que asumen los actores 

sociales en las manifestaciones de la vida comunitaria y los objetivos que se 

alcancen positivamente frente a las demandas ciudadanas. 

  

En el mismo sentido, otra crítica bastante asentada sobre la realidad actual, es 

el alcance e incidencia social que puede advertirse en el desarrollo del 

empoderamiento social, el cual se direcciona al cambio en las relaciones de 

poder, partiendo de las asimetrías originadas dentro de las sociedades de 

origen capitalista, que producen situaciones de desigualdad marcadas entre los 

sujetos que participan dentro de este cambio. 

 

Al respecto Iturralde menciona que “las relaciones asimétricas y sus 

consecuencias sobre las personas y los grupos sociales, exigen la promoción 

del desarrollo desde un sentido crítico, que estimule nuevos valores, 

paradigmas y estrategias y el impulso de reales procesos de empoderamiento 

de los sectores empobrecidos y excluidos, para que se constituyan a sí mismos 

en sujetos de su propia historia y desarrollo” (Iturralde, s.f., p.23). 

 

Conforme a lo planteado, la propuesta transformadora del empoderamiento 

aspira a llegar a ser una propuesta inclusiva y que enfatice la lucha contra la 

pobreza y la exclusión social, con alcance a todos los partícipes posibles y 

requiriendo que cada uno de los sujetos de la sociedad intervengan en su 

propio avance.  

 

De otro lado, es necesario apreciar como otro riesgo analizado por Soria estima 

que pueden “resultar empoderados liderazgos caudillistas no democráticos o 

intereses corporativos sectoriales que, más temprano que tarde, provocarían 

nuevas frustraciones” (Soria, s.f., p.49). 

 

Ciertamente, este es un peligro factible, donde en muchas ocasiones hemos 

sido espectadores de como partidarios o representantes de grupos políticos 

intervienen más allá de la vida política y se apoderan de espacios ciudadanos, 
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desnaturalizando la esencia de los mismos. Lo cual, puede ser contrarrestado 

con el establecimiento de reglas claras para el uso eficaz de estas 

herramientas, por medio de procesos normativos, para que exista una 

actuación independiente y autónoma, fuera de intereses políticos afines.  

 

En fin, podemos atisbar que el cambio transformador que conlleva el 

empoderamiento ciudadano, tiene varias inconsistencias que son susceptibles 

de modificación, al ser problemas meramente formales, que no atacan el fondo 

de la noción de empoderamiento ciudadano, ya que en la práctica pueden ser 

superadas por medio de la concertación ciudadana y el trabajo conjunto con el  

gobierno central, dando paso a un goce efectivo de los derechos de 

participación y su blindaje por medio del empoderamiento, que sin lugar a 

dudas constituirá un avance continuo en la armonía social de una sociedad 

determinada.  

 

Con lo anterior, se puede concluir de forma provisional que a través de rastrear 

el contenido y las dimensiones del derecho de participación, el 

empoderamiento tiene un papel clave, toda vez que toma forma un alto índice 

de intervención ciudadana en temas de carácter público-privado, configurando 

un cambio de poder, con titularidad en los ciudadanos. Con esta medida, surge 

una perspectiva política esperanzadora (en términos sociales) alrededor de la 

llamada “Democracia Deliberativa”, la cual, dotará a los ciudadanos de un 

mayor esquema estructural, entregando una variedad de elementos como: 

 

1.- El debate y el diálogo como factores fundamentales para impulsar la 

relación comunicacional entre ciudadanos y Estado. 

2.- El consenso como resultado final de las propuestas presentadas por los 

partícipes. 

3.- Y el enfoque hacia los espacios públicos, donde se realizarán las 

intervenciones de los individuos. 
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Precisamente, estos contenidos serán tratados a continuación; no obstante, se 

debe señalar que: el concepto que deviene con la democracia deliberativa 

profundiza arduamente en los procedimientos de argumentación y discusión 

pública, pero estipula ciertos límites dentro de su contenido, como lo son 

preceptos idealistas de la teoría y las exposiciones de otros tipos de 

democracia que contemplan un valor similar al deliberativo. 

 

1.2. Democracia Deliberativa 

 

1.2.1. Democracia Deliberativa conceptos generales 

 

Conforme se reseñó de forma breve al final del sub capítulo anterior, es 

importante resaltar que la propuesta de empoderamiento viene a ser en cierta 

parte el resultado de la efectividad y éxito del ejercicio de la democracia 

deliberativa. Convirtiéndose así, en la consolidación de los presupuestos 

basados en la deliberación, propiciando un adueñamiento no sólo de derechos, 

sino también de espacios donde se desarrollarán avances participativos.  

 

Dentro de esta dimensión jurídica y política, al hablar de democracia 

deliberativa, Pastore manifiesta que este modelo de democracia “está 

destinado a devolver la participación a la ciudadanía en su sentido originario, 

es decir, como verdaderos mandatarios de la clase política, otorgando 

legitimidad a las políticas públicas que respondan a sus demandas” (Pastore, 

2012, p.54). 

 

En sí, a partir de esta iniciativa deliberativa se vuelve posible que la ciudadanía 

manifieste abiertamente sus opiniones y preferencias, dando absoluta 

importancia a las demandas requeridas y abriendo un espacio donde la 

participación sea un punto clave para la creación de normativas que se dirijan a 

la satisfacción colectiva.  
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Haddad expone que la democracia deliberativa se basa en que: “los 

ciudadanos como sujetos libres, iguales y racionales participan de la toma de 

decisiones mancomunadamente, es decir, que las decisiones que habrán de 

afectarles son el producto de una determinación colectiva suficientemente 

razonada, cuyo propósito se dirige a la satisfacción de necesidades sociales” 

(Haddad, 2006, p.23). 

 

Enfatizando mayor legitimidad a las decisiones que hayan sido tomadas por 

ciudadanos organizados, quienes a través de su participación formularán 

nuevas propuestas que den hincapié a la solución de problemáticas sociales.  

 

Entre los mayores exponentes de esta nueva propuesta deliberativa, nos 

encontramos a varios estudiosos de la democracia que han propuesto nociones 

o esquemas que permiten apreciar al Estado, bajo la incidencia del debate 

público ciudadano. Así, autores como Habermas, Cohen, Nino, Bohman, entre 

otros, han construido las referencias para poder hablar de una realidad no tan 

lejana, que coloca al ciudadano como un sujeto activo en su vida en sociedad.  

En este orden de ideas, Habermas es uno de los autores que explica esta 

posición jurídica y política (democracia deliberativa), a partir del choque 

existente entre el liberalismo que promulga favoritismo ante el individualismo y 

el republicanismo que defiende la libertad y la vida en derecho. Es a partir de 

esta crítica hacia ambos modelos, que propone una tercera alternativa: una 

democracia de tipo deliberativa, que enfatice la participación y la discusión 

dentro de las esferas públicas, ejerciendo así un control sobre nuestros 

representantes.  

 

El autor alemán establece que son los individuos, quienes tienen que 

conformarse en una voluntad común, “no sólo por vía del entendimiento ético, 

sino también mediante la ponderación y el equilibrio de intereses y mediante 

transacciones y compromisos, mediante una elección racional de los medios 

con vistas a un fin, mediante justificaciones morales y mediante 

comprobaciones de que es jurídicamente coherente” (Habermas, 1994, p.10).  
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A su vez, expone la idea del “Mundo de la Vida·” y el denominado “Sistema”,  

determinando al derecho moderno como un mediador clave para contrarrestar 

los desacuerdos existentes entre la sociedad civil que parte del “Mundo de la 

Vida” y los sistemas configurados por la economía y la política.   

 

Y basa su optimismo para contrarrestar dicho choque ideológico, apostando 

por el fortalecimiento de las asociaciones libres de la actual sociedad civil, 

esperando que puedan resurgir movimientos sociales que formen verdaderas 

demandas sociales que formalicen un nuevo aparato de participación 

ciudadana y sea impulsado desde afuera por los propios ciudadanos.  

 

Otro autor muy reconocido dentro de esta perspectiva, es Joshua Cohen, quien 

expone la importancia de la acción colectiva e impulsa a la ciudadanía a 

legitimar el ejercicio del poder a través de una participación arraigada a las 

decisiones de carácter colectivo, identifica que: “una decisión es colectiva 

siempre que surja de disposiciones de elección colectiva vinculante que 

establezcan condiciones de razonamiento libre y público entre iguales que son 

gobernados por las decisiones” (Cohen, 2001, p.236) 

. 

 Es por esto que el autor considera necesario acudir a otras formas de 

participación alternas, formulando así un nuevo enfoque denominado 

“poliarquía directamente deliberativa”, la cual propone que sean los ciudadanos 

quienes lleven a cabo el proceso de institucionalización de soluciones que 

encontrarán a los problemas propuestos por ellos mismos, siendo este el 

mecanismo para que se efectivice la realización de las soluciones obtenidas.  

 

Un aspecto adicional abordado por Cohen, tiene relación con el análisis del 

argumento de la mayoría, determinando que este es válido por sí mismo como 

razón para ser respaldada por todas las personas que intervienen, 

deteniéndose a formular que los que no hubieren llegado a concluir lo 

consensuado por la mayoría, sabrán que el procedimiento deliberativo se llevó 
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a cabo en un espacio democrático, aceptando como legítimos los resultados 

convenidos.  

 

Por otro lado, Nino promulga una visión diversa a la presentada por Habermas, 

ya que desarrolla una política basada en la ya existente estructura de la 

democracia representativa, enfatizando el cambio por medio de la ingeniería 

constitucional, donde se mejore su funcionamiento, empleando un cambio 

transformador desde adentro del sistema. 

 

También, sustenta que el método más confiable para asegurar una verdad, se 

da a través del procedimiento de la discusión y de las decisiones colectivas, 

asumiendo que “todas las partes interesadas deben participar en la discusión y 

decisión, que participen de una base razonable de igualdad y sin ninguna 

coerción; que puedan expresar sus intereses y justificarlos con argumentos 

genuinos” (Nino, 2009, p.180). 

 

En efecto, mediante este modelo se configura un sistema que se preocupa por 

el correcto alineamiento del actual modelo representativo, fortaleciendo los 

instrumentos ya existentes e instituyendo nuevos procedimientos; eliminando 

los factores de marginalidad y exclusión.  

 

Finalmente, se debe incluir como referencia al planteamiento de James 

Bohman, quien postula la concepción de la deliberación dialógica, la cual se 

basa en el diálogo como fuente de cooperación entre los actores, estableciendo 

dos capacidades decisivas: la denominada “accountability”, que se direcciona a 

la noción de compromiso para dar respuestas razonables y por otro lado, la 

capacidad de poder formar parte de la comunicación entablada alrededor de la 

esfera pública.  

 

De otro lado, Bohman define que la democracia deliberativa implica: “alguna 

forma de deliberación pública, en la que los ciudadanos consienten en darse 

sus propias leyes con razones valederas para obedecerlas. Así, la decisión 
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política es legítima si se produce en la deliberación pública, más allá de los 

intereses personales de los individuos, reflejando un interés general que 

implique el bien común de la sociedad” (Bohman, 2000, p.73). 

 

A su vez, en su teoría enfatiza la problemática de la desigualdad y la 

denominada “pobreza política”, como mayores causas para la inexistencia de 

un verdadero régimen democrático. Considera que solo a través de una 

democracia constituida alrededor de la deliberación pública, es posible entablar 

soluciones con respecto a los diversos problemas sociales que sufre la 

sociedad civil y de esta manera enfrentar los desafíos que implican las 

diferencias sociales y las dificultades para iniciar un diálogo público sobre 

cualquier tema de importancia colectiva. 

 

A partir de las diferentes teorías desarrolladas por los autores citados, 

podemos concluir que se propone un modelo totalmente innovador, que 

conlleva la idea de una participación conjunta, planteando que el intercambio 

de ideas entre los ciudadanos es el eje transversal para la transformación de 

una democracia efectiva y también resalta la importancia de los imperativos de 

libertad, participación, igualdad, entre otros, que profundizan en el desarrollo de 

capacidades de decisión política para y por los ciudadanos.   

 

1.2.2. Orígenes de la Democracia Deliberativa  

 

Es importante manifestar que la teoría de democracia deliberativa es una 

perspectiva más contemporánea, originada, en los años noventa del siglo XX, 

la propuesta de este tercer modelo democrático, que ha sido denominado por 

varios autores como el “giro deliberativo de la democracia”, el cual surge a 

partir de la discusión entre el modelo liberal y el republicano. Ramón plantea 

que el modelo deliberativo implica “un propósito de superar las carencias de los 

dos modelos anteriores; brinda más espacios para las minorías, se protege de 

los peligros totalitaristas y de la reducción del libre mercado que se cierne en el 
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modelo republicano, y del egoísmo racional del liberalismo, pero sin anular los 

intereses privados” (Ramón, 2010, p.421).  

 

Básicamente, se crea una sinergia de los mejores aspectos que presentan 

ambos modelos, proponiendo a la democracia deliberativa como una propuesta 

que tiene a la deliberación como máximo recurso de superación, la cual es 

liderada por la sociedad civil y busca una intromisión duradera en las distintas 

fases gubernamentales.  

 

Por otro lado, Lorente ratifica lo expuesto por Ramón, sosteniendo que está 

nueva paradoja basada en la deliberación, es “para criticar al liberalismo y sus 

visiones de la democracia: ya sea la visión pluralista o la mínima, pretendiendo 

acceder a un universo racional comunicativo, liberador y alternativo al sistema 

de representación y con el capitalismo” (Lorente, 2012, p.2). 

 

En un contexto similar, Cortina expone las razones principales para el 

surgimiento de este modelo democrático, basado en la deliberación, ante la 

cual define algunas posibles causas: 

 

Tabla 1. Posibles causas para el surgimiento del modelo democrático 

deliberativo  

Causas Descripción 

1. Poder dar un real significado al 

lema “gobierno del pueblo” 

1. Formulado hacia los sistemas representativos, donde existe 

consciencia de que no sólo se agota la democracia por medio de la 

elección de representantes, sino que va mucho más allá y tiene 

objetivos de alcance mancomunal 

2. Se expresa como un lema ante 

la autonomía de la igualdad 

2. Dotando de una noción fuerte al postulado de igualdad y 

transmitiéndolo al espacio público, donde se forma el consenso 

colectivo 

3. Se puede enlazar a la 

autonomía individual y a la 

soberanía popular 

3. Partiendo de que cada individuo mantiene ciertos intereses 

individuales que mediante la deliberación se puede llegar a 

compromisos conjuntos que tengan objetivos comunes 

4. A través de la deliberación, se 

rompen las críticas de la regla de 

la mayoría 

4. Fundamentando que, al ser todos partícipes, los acuerdos a los 

que se lleguen tendrán completa validez y legitimidad 

5. Se presenta como una 

propuesta que supera las 

insuficiencias de otros modelos 

5. Al proponer un método compuesto por la voz ciudadana, que 

recrea nuevamente una democracia partiendo de la deliberación 

como fuente de intercambio de información 

6. La exigencia de tener 

mecanismos que puedan 

6. Destacando la importancia de entablar una voluntad común que 

permita llegar a proceder de forma racional, con ciertos mecanismos 
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constituir una verdadera toma de 

decisiones de carácter colectivo 

alternos 

7. Antecedentes demuestran que 

las prácticas populares de 

deliberación, han conllevado a 

victorias positivas 

7. Logrando así, que los ciudadanos logren protagonismo dentro del 

sistema estatal, asumiendo cambios que han logrado eliminar las 

desigualdades sociales y profundizando en cambios de desarrollo 

social 

8. Se plantea que mediante la 

deliberación, se pueden tomar 

mejores decisiones 

8. Ya que, al ser tomadas en un ambiente de discusión y debate, se 

pueden determinar mayores ideas y soluciones 

9. Las experiencias desarrolladas 

alrededor de la deliberación son 

transculturales 

9. Pudiendo ser adaptadas en cualquier tipo de cultura y en 

cualquier punto de la historia 

10. El modelo deliberativo es 

expuesto como heredero de 

varias nociones clásicas 

10. Las cuales impulsan una mayor intervención ciudadana en 

temas estatales, esbozando una cadena de historia incipiente que 

buscar el resurgir de la democracia. 
 

Tomado de: (Cortina, 2011, p.16). 

 

Cortina establece lineamientos que fortalecen las decisiones colectivas y a su 

vez se da mayor énfasis en la llamada “soberanía del pueblo”, que profundiza 

la voz ciudadana y sostiene una transformación de la democracia, a partir de la 

deliberación. Considerando que en la deliberación se encuentra el elemento 

clave para generar un avance en aras de mejorar la intervención ciudadana y el 

fortalecimiento de la sociedad en sí, en las diversas esferas sociales en las que 

se desarrolla.  

 

1.2.3. Principios de la Deliberación 

 

Es fundamental exponer los principios básicos que confluyen para la 

estructuración de la democracia deliberativa, para así analizar los cimientos de 

su funcionamiento. Nos enfocaremos en dos planteamientos, que estarán a 

cargo de Joshua Cohen y por otro lado, Adela Cortina. Para de esta manera, 

plantear dos posibles perspectivas que expongan cuales son las nociones que 

acompañan al sentido de democracia deliberativa.  
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Tabla 2. Principios Deliberativos 

Joshua Cohen Adela Cortina 

a) Presuposición de competencia comunicativa: Se 

presupone que todos los ciudadanos tienen las 

mismas capacidades y facultades para ser 

considerados sujetos de deliberación, quienes podrán 

exponer sus propuestas e ideas de manera racional, 

las cuáles serán susceptibles de debate y discusión, 

donde el argumento más fuerte será concebido como 

el imperante.  

a) La reciprocidad: Presupone que cada 

individuo es fuente de exposición de 

propuestas, conjuntamente con su respectiva 

justificación, la cual sea entendida por los 

demás exponentes y de esta manera todos se 

encuentren participando por igual.  

 

b) Reciprocidad: Este principio expone que la 

deliberación tiene que desarrollarse en un ambiente de 

libertad e igualdad. En efecto, ambos presupuestos 

validan la noción de una participación fuerte, que 

provenga de una iniciativa en la cual todos los 

partícipes se consideren iguales y no exista ninguna 

imposición supraestatal y de esta manera, sean los 

ciudadanos quienes prevean las reglas de su propia 

deliberación.  

b) La publicidad: Este principio requiere 

evidenciar que el proceso deliberativo sea 

transparente para todos sus partícipes y que 

todos conozcan los compromisos a los cuáles 

se adhieren por medio de la toma de 

decisiones consensuada de todos.  

 

c) Consenso racionalmente motivado: Se pretende que 

los consensos acordados sean fuente de un debate 

donde lidere la razón. Evidenciando que la adopción 

de decisiones, provenga de una deliberación 

sistemática y razonable. 

c) La rendición de cuentas: El asunto se 

resume en que las personas que participen 

dentro de la deliberación tendrán que rendir 

cuentas hacia las personas que representan, 

estableciendo así un ambiente de 

transparencia, donde exista mayor información 

de las decisiones que se pudieren tomar. 

Tomado de: (Cohen, 2001, p.78) y (Cortina, 2011, p.26). 

 

Habiendo expuesto los rasgos teóricos propuestos por ambos autores, 

podemos acordar que para que la democracia deliberativa se ponga en 

marcha, precisa de ciertos elementos imprescindibles para su configuración, 

como lo son la comunicación, la igualdad, la libertad, publicidad y la 

racionalidad. Con los cuáles se logrará una base estructural, donde la 

deliberación profundice en temas de acuerdo común, partiendo desde la 

activación de estos principios.  

 

1.2.4. Elementos de la Deliberación 

 

En consonancia con los principios que resaltan a la deliberación como actividad 

política y jurídica, es sustancial identificar los elementos que confluyen para la 

configuración de una efectiva democracia y es importante proponer ciertas 

cuestiones: ¿Quiénes son los actores que toman parte dentro de la 
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deliberación? ¿Cuál es el lugar propicio para que se desarrolle un proceso 

deliberativo? ¿Cuál es el resultado final que se espera del mismo? 

 

A. Los actores de la deliberación 

Tal como ha quedado explicado en los apartados anteriores, es imposible 

hablar de una democracia deliberativa, sin contar con una de las piezas claves 

que dará inicio a la misma, como lo es la sociedad civil comprometida con una 

participación fuerte, que impulsará al diálogo constante con las instancias 

estatales.  

 

En este contexto, se apuesta por un sujeto democrático que llegue por sí 

mismo a su emancipación política dentro de la sociedad. Grzybowski expone 

que: “las democracias requieren antes que nada, para su existencia, sujetos 

sociales, portadores y constructores efectivos. Es necesario que se creen 

sujetos históricos que imaginen y deseen democracia, que se organicen y 

luchen por ella, que la constituyan en las condiciones económicas, culturales y 

políticas existentes” (Grzybowski, 2004, p.53). 

 

Constatando así, que los partícipes idóneos son quienes se encaminan en la 

búsqueda de una verdadera democracia, fijando presupuestos de igualdad y 

libertad que delineen al sujeto deliberativo y lo posicionen en un ambiente de 

debate político.  

 

Y aunque encontremos una variedad indefinible de sujetos participativos, en 

palabras de Ortiz define que: “dado que la sociedad tiene diversos sectores y 

grupos (clases, etnias, regiones) con intereses contrapuestos, la participación 

implica relaciones de poder entre los diversos actores” (Ortiz, 1998, p.36).  

 

En síntesis, es importante saber que justamente esa plurinacionalidad es la que 

nos ayuda a inferir distintos puntos de vista y adecuar nuestras distintas 

perspectivas a situaciones generales.  
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B. Espacio público 

Para definir esta noción, se puede acudir a la explicación de Habermas, quien 

establece que al hablar del espacio público, se hace una particular mención a 

esa esfera libre, donde no existe intervención del sistema, manteniendo que: 

“se forma una opinión pública política, un espacio público que las personas 

privadas puedan utilizar como medio de crítica permanente, y que cambia las 

condiciones de legitimación del poder político” (Habermas, 1992, p. 435).  

 

En otras palabras, estamos hablando de un lugar de encuentro, donde se 

genera la deliberación, con la exposición de ideas innovadoras, argumentos 

contrapuestos y en síntesis la motivación al debate público, donde confluyen 

una variedad de personas, manifestando sus puntos de vista de distintos temas 

sociales. 

 

Vallespín nos habla de un espacio público abierto, que “debe ser la sede que 

permita compartir lo que somos, reconocer nuestra individualidad en la relación 

con los demás” (Vallespín, 2012, p.58).  

 

Determinando que tiene que ser un espacio, donde no existan obstáculos que 

rechacen a grupos sociales de minoría, abarcando a la generalidad de 

partícipes que pudieren formar parte de la deliberación. 

 

Es inevitable tener que proteger estos espacios de interacción, para que 

medianamente exista un grado de autodeterminación, ya que la voz de los 

ciudadanos existe cuando logran presencia ante las instituciones públicas y es 

entonces cuando deciden y actúan en función de su voluntad e intereses.  

Sosteniendo que mientras más espacios de debate existan, habrá una mayor 

ampliación a todos los sectores de la sociedad, pudiendo abarcar diferentes 

niveles sociales.  
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C. Poder comunicativo 

Al hablar de poder comunicativo, hablamos de la fuerza intercomunicativa que 

ejerce el intercambio de opiniones, a la par de la argumentación y 

contraargumentación que provengan del posicionamiento de ideas.  

 

Hadded explica que este poder comunicativo se desarrolla “mediante la 

interacción comunicativa de los sujetos que se constituyen en agentes 

generadores de poder comunicativo, capaz de transformar e influenciar las 

políticas públicas” (Haddad, 2006, p.23). 

 

Y es así como se logra que sean los mismos ciudadanos, quienes se interesen 

por los objetivos previstos para los cambios sociales y formulen cambios 

profundos hacia las políticas públicas, de las cuales ellos forman parte 

esencial.  

 

De otro lado, es Habermas el autor que más se ha referido al poder 

comunicacional, definiendo tres nodos de la comunicación. En el primero, 

entran los discursos y las negociaciones institucionalizadas, esto quiere decir 

que la información se desarrolla alrededor de la esfera política. Después, nos 

encontramos con los medios de comunicación de masas en distintos espacios 

públicos y finalmente, la comunicación que se desenvuelve a nivel informal 

entre las personas de manera particular. 

 

D. Consenso  

En torno a la idea de consenso, es nuevamente Habermas, quien indica que al 

conseguir acuerdos comunes entre personas libres e iguales, dan como 

resultado decisiones justas que se ajustan con la búsqueda de la verdad.  

 

En esta óptica, Calderón sostiene que: “la temática del consenso plantea la del 

peso estratégico de la cultura política democrática en un nuevo proyecto de 

ampliación ciudadana” (Calderón, 2002, p.111).  
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Formalizando que a través del consenso se resuelve el procedimiento de la 

deliberación, ante la proposición de una idea de carácter general que sea 

origen de una discusión racional que haya sido realizada en ámbito de igualdad 

y libertad entre sus partícipes. 

 

Aznar y Perez defienden que para que las: “decisiones políticas, sean 

legítimas, deben contar con el consentimiento de los ciudadanos…en la 

democracia las decisiones deben contar con el asentimiento racional de los 

ciudadanos, ya que son estos los depositarios de la legitimidad” (Aznar; Pérez, 

2014, p.156).  

 

Básicamente, se determina que son los ciudadanos los encargados de formar 

esta denominada “concesión”, a través del consentimiento y de la 

representación de la voluntad general.  

 

En conclusión, al exponer que elementos forman parte de este enunciado, se 

contextualizan no sólo las definiciones de los objetos imperantes de este 

cambio, sino a su vez su funcionalidad y posicionamiento para cumplir 

efectivamente con sus propósitos finales.  

 

1.2.5. Mayores deficiencias ante el cambio deliberativo 

 

Respecto a detectar algunas deficiencias ante el proceso de democracia 

deliberativa, es importante establecer cuáles son las mayores dificultades para 

que este tipo de democracia, se lleve a cabo, exponiendo así varias críticas a 

este modelo alternativo de democracia, que para su surgimiento y 

adaptabilidad en el mundo de la política democrática, se encuentra con varios 

conflictos que serán expuestas a continuación. 

 

Calderón especifica ciertos rasgos preponderantes en las sociedades actuales, 

las cuáles influyen para afectar la configuración del objetivo final deliberativo: 
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Tabla 3. Deficiencias sociales 

Factores Descripción 

1. Incremento de las 

brechas sociales 

1. Lo cual ocurre en todas partes, no sólo en términos interclasistas o 

intranacionales, sino también dentro de las diversas categorías socio-

ocupacionales.  

2. La pérdida de fuerza de 

los grandes movimientos 

colectivos 

2. Como el obrero, que parecen no poder ser reemplazados. Más bien se 

desarrolló una tendencia hacia la fragmentación y el monismo en la acción 

colectiva. Paradójicamente, los actores sociales a tiempo de multiplicarse 

también se debilitan.  

3. Malestar subjetivo y 

cotidiano frente a los 

procesos de cambio 

3. El lazo social tiende a debilitarse en todas partes y la crisis de valores, 

entre ellos los de sociabilidad, tolerancia y solidaridad, es transversal a 

todas las capas sociales. 

4. Tendencia a la 

desaparición del centro 

social 

4. Vista como la emergencia de sociedades policéntricas que concentran 

quebrantamientos en la cultura social. 

Adaptado de: (Calderón, 2002, p.107).  

 

Posiblemente, uno de los mayores impedimentos, es la desigualdad existente 

en torno a la exclusión de sujetos durante la formación de la deliberación. Este 

aspecto profundiza la existencia de diversas clases sociales, donde podemos 

encontrar una multiplicidad de sujetos que anhelan participar en este cambio 

por medio de mecanismos efectivos.  

 

Cortina considera que: “aunque haya desigualdades entre los miembros de los 

grupos, las instituciones básicas de la sociedad, incluyendo las educativas, han 

de organizarse para promover las capacidades de los ciudadanos para 

participar en una deliberación democrática con sentido” (Cortina, 2011, p.27). 

 

Justamente, una posible solución que contrarreste este vacío de orden 

formativo, es la reorganización estatal para la creación de grupos 

organizacionales a nivel local, municipal y regional que se encarguen del 

aprendizaje deliberativo, estipulando conocimientos generales a personas que 

requieran este tipo de servicio gratuito y que los incentive a una participación 

mucho más informada y fortalecida, para de esta manera evitar la exclusión y 

propender a una mayor inclusión ciudadana.  

 

Otra crítica que es importante mencionar, se desarrolla alrededor de la falta de 

información, la cual provoca el desencadenamiento de niveles de desinterés 
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social que pueden afectar drásticamente al proceso deliberativo. Pastore 

expresa que: “se corre el riesgo de ignorar los límites sistémicos de los costos 

de la información y decisión en el proceso deliberativo, así como las asimetrías 

de competencia, saber y disponibilidad de información, los límites de la 

atención pública y otras carencias de los recursos deliberativos” (Pastore, 

2012, p.68).  

 

Por lo cual, el papel que juega la información en medio de este cambio, es 

trascendental para el intercambio de propuestas, sin información no hay 

deliberación. El objetivo imperante manifestado por Held es: “optimizar el 

proceso por el que los ciudadanos se forman opiniones políticas y mejorar los 

mecanismos por la que los políticos profesionales reciben información sobre las 

opiniones de los ciudadanos y sus prioridades” (Held, 2007, p.355).   

 

Ante esta posible falla, se propondría maximizar las fuentes informáticas y 

alcanzar un mayor grado de eficacia con los partícipes, para que no existan 

lagunas legales, que desentiendan el cometido de democracia deliberativa o 

aún peor resalten las desigualdades sociales. 

 

Apostando que el éxito de la democracia deliberativa dependerá de la 

conjunción de condiciones sociales y la determinación de arreglos 

institucionales que aviven un mayor énfasis en el diálogo libre y abierto entre 

ciudadanos, a través de la eliminación de las asimetrías de poder, de la 

apertura de canales de información y el fortalecimiento de los ciudadanos a 

través de sus derechos de participación,  pudiendo así sostener una 

democracia que no sólo sea expuesta como una hipótesis más, sino a su vez 

sea identificado dentro de la práctica como un presupuesto que superará a la 

teoría. 
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1.2.6. Ventajas sociales de la toma deliberada de decisiones  

 

Al haber presentado cuáles son las mayores deficiencias ante la propuesta de 

democracia deliberativa, es también de suma importancia mencionar cuáles 

son los mayores beneficios que acompañan a este cambio estructural. Por lo 

cual, James Fearon en su texto “La deliberación como discusión”, nos expone 

algunas ventajas: 

 

Tabla 4. Ventajas de la Democracia Deliberativa 

Ventajas Descripción 

1. Exposición libre de 

preferencias 

1. Lo cual mejora el intercambio de información, así como el 

conocimiento de los argumentos de manera general, que concluirán en 

decisiones colectivas que beneficien a toda la comunidad 

2. Estimula a la justificación 

de reclamos y demandas 

2. Planteando que son los participantes, quienes presentan 

sistemáticamente las quejas que los perturban, por lo cual ellos mismos 

se encargan de formular las soluciones dirigidas a éstas 

3. Legitimidad 3. Al aseverar que efectivamente existe una participación conjunta en la 

cual varias personas se involucran y dan un valor gradual a los 

consensos acordados 

4. Facilita la producción de 

consensos 

4. Lo cual permite que los acuerdos expuestos, denoten un 

procedimiento que finalice con la exposición de soluciones, en las 

cuáles hayan participado la generalidad de individuos 

5. Puede producir efectos 

psicológicos en los 

participantes 

5. Quienes, al exponer abiertamente sus inquietudes y dudas, sabrán 

de antemano que el procedimiento por el cual se llevó a cabo es justo y 

racional 

6. Mejora cualitativamente los 

caracteres tanto morales 

como intelectuales 

6. A todos los ciudadanos que forman parte de la participación, lo que 

origina un mayor sentido de comunidad y conciencia de lo público 

Adaptado de: (Fearon, 2001, p.67). 

 

Basta aseverar, que si bien encontramos varias falencias en la teoría, las 

mismas serán enfrentadas con el alto nivel de beneficios que la misma acarrea, 

por lo tanto, estimamos que la teoría expuesta tiene amplias expectativas para 

su realización, impulsada por los actores principales que serán los ciudadanos, 

determinando así una inclusión ciudadana en todos los niveles estatales que 

proclamen una transformación en el aparato estatal.  

 

Los argumentos vienen a ser elementos, que según Vallespín: “Todos los 

afectados por una decisión tienen el derecho a poder opinar, pero sin 

presuponer que sus opiniones o intereses hayan de ser necesariamente 
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recogidos después en una determinada decisión. Lo ideal es que acaben 

triunfando los mejores argumentos, aquellos con mayor capacidad de 

convicción” (Vallespín, 2012, p.58). 

 

La ausencia de un espacio público que fomente a la verdadera deliberación 

presupone un mayor quebrantamiento al desarrollo político de una sociedad y 

un desviamiento de los principios socioculturales de libertad e igualdad y 

principalmente de participación ciudadana.  

 

Otra apuesta por los beneficios de la democracia deliberativa, es a través de 

las tecnologías de la información, Held expone que: “las tecnologías de la 

información podrían servir para crear sitios para el debate sobre la 

identificación más apropiada de un tema público; nuevas formas de 

comprometerse para pensar y diseñar soluciones y para implantar políticas” 

(Held, 2007, p.355). Pudiendo así expandir su cometido a través de la 

concertación de debates virtuales, propuestas abiertas al público, entre otras, 

mejorando la extensión del mismo a una plataforma, en la cual pueda haber 

una mayor participación de los usuarios.  

 

Y finalmente, se puede lograr enfatizar en la práctica valores tradicionales 

como lo son: “la justicia social igualitaria, libertad individual sumada al control 

popular de las decisiones colectivas, comunidad y solidaridad, y el florecimiento 

de individuos en formas que les permitan explotar sus potenciales al máximo” 

(Fung; Olin, s.f., p.21).  

 

Todas éstas y más son las ventajas que acompañan a la propuesta de 

democracia deliberativa, formulando un avance que pone al ciudadano 

promedio como partícipe de su propio desarrollo, para que a partir de esta 

iniciativa, exista una dirección hacia las problemáticas sociales que proclamen 

el acudir a espacios públicos, donde nuestra voz sea no solo escuchada, sino 

tomada en cuenta y puesta en práctica, lo cual será el origen de una 
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democracia perdurable en el tiempo, que concluya con el reconocimiento de los 

ciudadanos como sujetos participativos.  

 

Con el análisis precedente en torno a la teoría desarrollada, es imprescindible 

enfocar nuestro estudio en la participación ciudadana, como medio imperante 

para la consecución de todo el planteamiento hasta ahora analizado. Dicho 

estudio profundizará la situación específica del Ecuador y permitirá conectar 

todas las propuestas hasta ahora señaladas conjuntamente con la normativa 

vigente, así como el análisis de los resultados hasta ahora expuestos.  
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2. CAPÍTULO II. PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN EL ECUADOR Y LA 

SILLA VACÍA EN EL DISTRITO METROPOLITANO DE QUITO 

 

2.1. Participación ciudadana en el Ecuador 

 

2.1.1. Aspectos generales 

 

Es clave identificar un factor constitutivo de derechos, como lo es la 

participación ciudadana, siendo esta la base elemental para la consecución 

final de la tan aludida democracia deliberativa y el arribo al empoderamiento de 

derechos. Dando preponderancia a la formación de sujetos políticos autónomos 

y responsables, verdaderos agentes de cambio, que sean capaces de 

satisfacer sus necesidades básicas a raíz de su intervención política 

organizada.  

 

Con este capítulo, se pretende constatar con la realidad, los puntos 

sustanciales expuestos en la teoría, siendo este espacio el indicado para 

evidenciar cuales son los pasos iniciales que tomarán forma en la participación 

política ciudadana.  

 

Encontramos a Augusto Barrera, ex Alcalde de Quito, quien define a la 

participación ciudadana como: “una condición necesaria para lograr una mejora 

en la vida de la gente; la cual no debe limitarse a las instituciones, sino que 

tiene que extenderse a lo largo y ancho de la sociedad mediante la recreación 

de organizaciones de base, de redes asociativas para la defensa de intereses y 

de valores como la libertad, la solidaridad y el apoyo mutuo” (Barrera, 2001, 

p.15).  

 

Lo mencionado por Barrera, crea un sentido de avance de las medidas 

participativas, que no solo se limitan a la parte estructural estatal, sino que se 

expande a todo tipo de esferas sociales y económicas, según lo desarrollen los 

ciudadanos. 
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Ortiz identifica otra definición, donde expone que: “es una relación social de 

poder mediante la cual una pluralidad de actores ciudadanos ejercita su 

derecho de intervenir en los procesos decisorios y reorientar el uso de los 

recursos en función de sus aspiraciones, incrementando su autonomía, 

afirmando su identidad y reconociendo sus intereses como parte de la 

comunidad política mediante formas de democracia directa en todas las esferas 

de la sociedad y el Estado” (Ortiz, 1998, p.41).  

 

Aquí, se sustenta la idea de la redistribución del poder, equilibrando las 

funciones del Estado para abrir sus estructuras administrativas en aras de 

aumentar la participación social y en los ciudadanos que deben hacer uso de 

los mecanismos brindados y empoderarse de los mismos, en razón de sus 

derechos constitucionales. 

 

En este contexto, los planteamientos propuestos pretenden principalmente 

ejercitar el poder político y lograr que los individuos asuman un rol activo en la 

toma de decisiones de la esfera pública, alcanzando una cultura política más 

democrática.  

 

En este orden de ideas, Vallespín determina que: “No basta con tener un 

perfecto orden institucional a partir del cual realizar en la práctica toda esa 

maravillosa construcción de la democracia, si no la imbuimos de energía 

participativa por parte de los ciudadanos” (Vallespín, 2012, p.58). 

 

La transformación de la que habla Vallespín, tiene que ocurrir en todos los 

segmentos y niveles de la vida en sociedad, implementando normas y reglas 

que permitan una mayor organización de la ciudadanía para elaborar planes de 

desarrollo a largo plazo y es ahí cuando planteamos la idea de gobernabilidad 

en todas las esferas políticas.  

 

Igualmente, al hablar de participación ciudadana, hablamos de prácticas 

políticas motivadas por sujetos transformadores, quienes construyen su plan de 
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acción, tomando opiniones de cada uno de ellos y relacionándolos a nivel 

comunicacional.  

 

Puntualmente, las formas de participación en sí son multidimensionales al 

percibir que nos encontramos ante la proposición de una infinidad de ideas y 

direccionamientos razonables, ya que entre los ciudadanos “se evidencia en 

sus prácticas la pluralidad de ideas, búsquedas y acciones emprendidas por los 

sujetos como un reflejo de la heterogeneidad de formas en las que se 

configuran como ciudadanos y ciudadanas, siendo para ellos y ellas una 

posibilidad la fusión de horizontes y el mestizaje de formas de acción y 

concepciones de lo político, además de la resignificación de prácticas 

tradicionales y la reapropiación de elementos culturales y del mercado para 

agenciar otras manifestaciones políticas” (Agudelo, A., Murillo, L., Echeverry, 

L., Patiño, J.,2013, p.590). 

 

Aunque sean varias las maneras de concebir la participación, nos encontramos 

ante tres tipos específicos de la misma, según el poder equivalente en ellas. La 

primera, se entabla dentro de la relación de subordinación ante el Estado, ya 

sea por el poder delegado a este, por reivindicación o asociación. En nivel 

intermedio encontramos al control o cogestión, donde existe un equilibrio entre 

los ciudadanos y quienes detentan el poder. Y por último, se habla de la 

autogestión, donde la sociedad civil toma plenamente las decisiones y 

prescinde del poder estatal. 

 

Por lo analizado, hablamos de un nivel intermedio, donde se exprese la 

ejecución de acciones lideradas por los ciudadanos, tomando como inicio a los 

derechos expresados en la Constitución y normas derivadas, para converger 

en interacciones humanas de calidad.  

 

En tal sentido, Sánchez establece que: “se necesita una más activa, realista y 

consolidada implementación de la ciudadanía actual, suponiendo la creación de 

estructuras socio-económicas más participacionales, de una sociedad civil que 
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proporcione un más amplio y eficaz sistema de oportunidades” (Sánchez, 1995, 

p.59). 

 

Bajo este análisis se puede apreciar el trabajo realizado por el SENPLADES en 

el año 2010, donde se alude a “una relación simbólica que establezca la 

participación ciudadana para conectar la acción del Estado con la vida, 

necesidades, demandas cotidianas y vitales de la población, a través de un 

diálogo permanente, es menester para afirmar y ampliar la democracia” 

(SENPLADES, 2010, p.157).  

 

Conforme lo descrito, la participación lograría ser un fin en sí misma, 

convergiendo aspectos sociales que lleguen a ser verdaderas demandas del 

pueblo para el pueblo, Montufar sostiene que se la considera como: “un medio 

y una meta del desarrollo; sería una forma de vida. Se buscaría fortalecer a la 

gente de modo que adquiera mayor libertad de escoger y cambiar la 

gobernabilidad a todo nivel, desde el palacio presidencial hasta los gobiernos 

locales” (Montufar, 2004, p.56).  

 

Concluyendo esta primera parte, podemos constatar que si bien la participación 

ciudadana representa una mayor intromisión por parte de los ciudadanos en 

temas estatales, también debe existir por ende una iniciativa que se origine 

desde el gobierno. Para que de esta manera, podamos contar con un 

procedimiento organizado, donde se puedan encontrar las pautas para realizar 

una participación idónea y significativa, que represente a la voz ciudadana.  

 

2.1.2. Principios de la participación 

 

Los principios que rigen la participación forman parte de los orígenes de la Ley 

Orgánica de Participación Ciudadana, la encargada de impulsar los derechos 

ciudadanos y la reorganización colectiva, así como el fortalecimiento del poder 

ciudadano y la demarcación de los procesos de participación. 
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Entre algunos de los principios que convergen para la configuración de la 

participación ciudadana, encontramos a la igualdad, libertad, plurinacionalidad, 

autonomía, información, deliberación, solidaridad, transparencia, entre otros, 

pero los más significativos son los siguientes: 

 

Autonomía: Es la independencia política y autodeterminación de la ciudadanía 

y las organizaciones sociales para participar en los asuntos de interés público 

del país; 

 

Deliberación pública: Es el intercambio público y razonado de argumentos, 

así como, el procesamiento dialógico de las relaciones y los conflictos entre la 

sociedad y el Estado, como base de la participación ciudadana. 

 

Corresponsabilidad: Es el compromiso legal y ético asumido por las 

ciudadanas y los ciudadanos, el Estado y las instituciones de la sociedad civil, 

de manera compartida, en la gestión de lo público; 

 

Información y transparencia: Es el derecho al libre acceso de la ciudadanía a 

la información pública, en el marco de los principios de responsabilidad y ética 

pública establecidos en la Constitución y la ley, sin censura previa. (Asamblea 

Nacional, 2010; p.11-12). 

 

En tanto, estos son los lineamientos que fundamentan a una organizada 

participación, y los encontraremos plasmados en las normas vigentes de 

nuestro ordenamiento, conjuntamente con sus proposiciones materiales.  

 

2.1.3. Aspectos varios de la participación 

 

Desde la apreciación de lo concebido por participación, abordaremos la 

perspectiva del poder ciudadano, contextualizado a: “la posibilidad de que las 

personas, de manera protagónica, participen en la toma de decisiones, en la 

planificación y la gestión de asuntos públicos, y en el control social de todos los 
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niveles de gobierno, de las funciones e instituciones del Estado, tanto en el 

territorio nacional como en el exterior, y de las entidades que manejen fondos 

públicos” (Ocles, 2010, p.98). 

 

Suponiendo una interconexión desde la exposición, planificación y ejecución de 

planes de desarrollo conjunto. Es así como, existe un diálogo permanente con 

los pueblos y nacionalidades, tornándose una doble dinámica que por un lado 

permite reconstruir la política y por otro, la exposición de propuestas colectivas 

que se materializan en la discusión social.  

 

Przeworski nos habla de ciertas condiciones que tienen que ser satisfechas 

para hablar de un sistema de toma de decisiones colectiva, entre las cuales 

encontramos: 

 

a) Cada uno de los participantes debe poder ejercer la misma influencia en la 

toma de decisiones colectiva,  

b) Cada participante debe tener alguna influencia efectiva en las decisiones 

colectivas 

c) Las decisiones colectivas deben ser implementadas por los elegidos para 

implementarlas y, 

d) El orden legal debe permitir la cooperación segura sin interferencias 

indebidas (Przeworski, 2001, p.67). 

 

Efectivizando el cumplimiento de estas condiciones por medio un sistema 

institucional idóneo, que se encargue de la verificación y control de los avances 

participativos, para dar seguimiento a los resultados que arroje este proceso.  

 

Logrando que la participación “sea el instrumento para alcanzar el 

empoderamiento de la sociedad y el mejoramiento de las condiciones de 

gobernabilidad local mediante la regulación y control de las actitudes y 

prácticas de los grupos beneficiarios del desarrollo” (Montufar, 2004, p.58). 
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Es fundamental considerar que para el diseño y ejecución de programas de 

desarrollo, con base en la participación es imprescindible hablar de la 

desconcentración y la descentralización del Estado. Estableciendo una 

derivación de las facultades y capacidades en la jerarquía territorial, abarcando 

el ámbito central, regional, provincial, cantonal, parroquial y circunscripciones 

territoriales afroecuatorianas e indígenas, pudiendo llegar a más grupos 

sociales e impulsar más querellas ciudadanas.  

 

2.1.4. Beneficios de la participación  

 

Para abrir esta sección nos interesa la posición de Vallespín que expone 

algunas ventajas que contiene tanto la deliberación como la inclusión 

participativa, fomentando una mayor colaboración entre sujetos sociales, así 

pues, pueden ser de gran importancia los siguientes asuntos: 

 

Tabla 5. Ventajas de la partición ciudadana 

Ventajas Descripción 

1. Mayor garantía de 

legitimidad del sistema 

1. Evidentemente, si la democracia se define como el “gobierno del 

pueblo, por el pueblo y para el pueblo”, cuanto mayor sea el 

protagonismo de éste a través de su continua participación, tanto mayor 

será también la legitimidad de la democracia. 

2. Mayor capacidad de 

controlar al gobierno e 

impedir sus abusos 

2. Eso que antes llamábamos el rendimiento de cuentas, la 

accountability, es más fácil si estamos implicados activamente en el 

mundo de la política. Ello implica la potenciación de la dimensión pública 

de nuestra autonomía individual. 

3. Fomento de la empatía y 

la solidaridad social 

3. Solidaridad social, aquí, en el sentido etimológico casi estricto. 

Solidaridad viene de solidare y significa solidar. Es decir, tendemos a 

sentirnos más vinculados a una comunidad si participamos en ella, que si 

nos aislamos de ella atendiendo exclusivamente a nuestros intereses 

privados. 

4. Experiencia en 

negociación y promoción de 

intereses individuales y de 

grupo 

4. Participar también nos dota de un aprendizaje, que nos permite saber 

cómo hemos de promocionar aquello que nos interesa y, por tanto, cómo 

poder maximizar nuestros intereses, algo perfectamente legítimo en un 

sistema democrático. 

5. Provee de habilidades 

cognitivas y de juicio político 

5. Participando aprendemos a conocer cómo funciona el sistema 

democrático y cómo hemos de evaluar lo que hace. A partir de ahí 

construimos luego un juicio más fundado (no voy a decir más o menos 

racional, pero si más fundado), más apoyado en argumentos. Mediante la 

participación de esa argumentación pública accedemos a las claves 

necesarias para acceder a los instrumentos imprescindibles que se 

exigen de cualquier ciudadano. 

Adaptado de: (Vallespín, 2012, p.58). 
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Según lo expresado, la participación ciudadana se posiciona como una 

propuesta generadora de múltiples cambios positivos, que incide directamente 

sobre los avances de carácter político conquistados por la sociedad civil.  

 

2.1.5. Constitución del 2008, COOTAD, Plan Nacional para el Buen Vivir, y 

Ley Orgánica de Participación Ciudadana  

 

En efecto, la Constitución del 2008, tiene una incidencia política jurídica 

relevante, al promocionar la participación ciudadana dentro del proceso 

colectivo de construcción participativa en el país. Encontramos exactamente 54 

artículos que aluden directamente a la práctica de participación ciudadana para 

la reconstrucción de la soberanía popular en el pueblo ecuatoriano, 

determinando la exposición de mecanismos institucionales para sostener un 

diálogo abierto entre el Estado y la sociedad, asegurando el control social, la 

profundización de la democracia y viabilizando un cambio de paradigma social.  

En el título IV encontramos un apartado específico del tema, el cual se 

determina: Participación y organización del poder. De esta manera, no 

solamente se ratifica como un derecho de ciudadanía, sino como un principio 

fundamental inmerso en la Constitución.  

 

Desde el primer artículo de nuestra Constitución encontramos una mención a la 

participación: “La soberanía radica en el pueblo, cuya voluntad es el 

fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de los órganos del poder 

público y de las formas de participación directa previstas en la Constitución 

(Constitución del Ecuador 2008, Art. 1). 

 

Otro articulado que concibe la aplicación de la participación es el manifestado 

en el número 95, el cual manifiesta que:  

 

“Las ciudadanas y ciudadanos, en forma individual y colectiva, participarán de 

manera protagónica en la toma de decisiones, planificación y gestión de los 

asuntos públicos, y en el control popular de las instituciones del Estado y la 
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sociedad, y de sus representantes, en un proceso permanente de construcción 

del poder ciudadano. La participación se orientará por los principios de 

igualdad, autonomía, deliberación pública, respeto a la diferencia, control 

popular, solidaridad e interculturalidad. La participación de la ciudadanía en 

todos los asuntos de interés público es un derecho, que se ejercerá a través de 

los mecanismos de la democracia representativa, directa y comunitaria.” 

(Constitución del Ecuador 2008, Art. 95). 

 

Es así como se concibe a la participación de la ciudadanía como un derecho, 

que se ejercerá en diferentes modelos y prácticas democráticas en un mismo 

ordenamiento jurídico. Básicamente, se trata de comprender la existencia de 

una variedad de dimensiones y mecanismos de construcción de voluntad 

política colectiva que sea gestionada para alcanzar el bien común. 

 

Planteando este derecho constitucional como un eje transversal que afecta a 

todos los niveles de Gobierno, se puede evidenciar que la participación no se 

rige únicamente por el marco de la representatividad, al contrario, busca 

mayores esferas de influencia en el poder público y su expansión con la ayuda 

de la ciudadanía, estableciendo una corresponsabilidad pública para la defensa 

del interés general. 

 

Adicionalmente, la constitución instaura diversas instancias para promover la 

participación ciudadana, indicando en el artículo 100 lo siguiente:  

 

“En todos los niveles de gobierno se conformarán instancias de participación 

integradas por autoridades electas, representantes del régimen dependiente y 

representantes de la sociedad del ámbito territorial de cada nivel de gobierno, 

que funcionarán regidas por principios democráticos. La participación en estas 

instancias se ejerce para: 

 

1. Elaborar planes y políticas nacionales, locales y sectoriales entre los 

gobiernos y la ciudadanía. 
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2. Mejorar la calidad de la inversión pública y definir agendas de desarrollo. 

3. Elaborar presupuestos participativos de los gobiernos. 

4. Fortalecer la democracia con mecanismos permanentes de transparencia, 

rendición de cuentas y control social. 

5. Promover la formación ciudadana e impulsar procesos de comunicación.  

 

Para el ejercicio de esta participación se organizarán audiencias públicas, 

veedurías, asambleas, cabildos populares, consejos consultivos, observatorios 

y las demás instancias que promueva la ciudadanía” (Constitución del Ecuador 

2008, Art. 100). 

 

Lo que permite una mayor organización en el plano estructural, que se 

plasmará conjuntamente en el COOTAD (Código Orgánico de Organización 

Territorial), donde se regularizarán las bases de los GADS (Gobiernos 

Autónomos Descentralizados), instaurando diversos sistemas procedimentales 

para la aplicación directa de los manifiestos constitucionales y normativos.  

 

En el artículo 304 encontramos que: “Los gobiernos autónomos 

descentralizados conformarán un sistema de participación ciudadana, que se 

regulará por acto normativo del correspondiente nivel de gobierno, tendrá una 

estructura y denominación propias” (COOTAD, 2011, Art 304).  

 

En  cuanto podemos observar, el COOTAD define un marco regulatorio 

respecto a temas de participación, donde será potestad de cada nivel de 

gobierno formular las propuestas necesarias para el desarrollo efectivo de este 

enunciado, es por esto que no existe uniformidad en los niveles local, regional y 

estatal. 

 

A su vez, se busca el fortalecimiento de la participación a nivel nacional, a 

través de su exposición en el Plan Nacional para el Buen Vivir, involucrando a 

los ciudadanos de todo el país en el protagonismo social del desarrollo de un 

Ecuador inclusivo. En el Objetivo 10 se expone:  
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“Garantizar el acceso a la Participación Pública y Política, a través, entre otras, 

de las siguientes políticas: 

 Promover la formación ciudadana; 

 Procurar el acceso a la información pública como herramienta de lucha 

contra la corrupción; 

 Promover el desarrollo estadístico y el acceso a la información 

actualizada y oportuna sobre las condiciones de vida de los 

ecuatorianos; 

 Impulsar procesos de participación ciudadana en la gestión de la 

planificación; 

 Estimar la organización colectiva y autónoma de la sociedad civil” 

(SENPLADES, 2009, 78) 

 

Lo cual deriva, en que todos los incentivos estatales estén direccionados al 

cumplimiento de esta estrategia nacional, ampliándolo a todos los niveles 

estatales y convirtiéndose en una premisa de carácter obligatorio para el 

gobierno central.  

 

Por otro lado, la Ley Orgánica de Participación Ciudadana, establece pautas 

para la democracia deliberativa y la democracia directa, con la fijación de 

procedimientos y figuras que ayudarán al ciudadano a desarrollarse en un 

ambiente propicio para su deliberación y por ende, se constituye el Consejo de 

Participación Ciudadana y Control Social, el cual es el encargado de incentivar 

el ejercicio de los derechos de participación e impulsar los mecanismos de 

control necesarios para hacer efectivo a dicha institución.  

 

Necesariamente, cabe indicar que si bien esta Ley busca desarrollar los 

preceptos constitucionales, parece determinar varias vías inconclusas para su 

objetivo participativo, ya que promueve temas de promoción, políticas públicas 

y proyectos, de manera muy general, dejando una interpretación demasiado 

amplia para que los GADS e instituciones de control puedan aplicarla. Y no 
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puntualiza el procedimiento o que órgano se encargará del seguimiento de 

estos preceptos, como lo vemos en el siguiente artículo: 

 

Art. 39.- Formación ciudadana y difusión de los derechos y deberes.- Las 

funciones y entidades del Estado y, en particular, el Consejo de Participación 

Ciudadana y Control Social, promoverán procesos de formación ciudadana y 

campañas de difusión sobre el ejercicio de los derechos y deberes establecidos 

en la Constitución y la ley, así como, sobre los fundamentos éticos de la 

democracia y la institucionalidad del Estado, en el marco de la igualdad y no 

discriminación; asimismo, implementarán mecanismos de participación 

ciudadana y control social. (Ley Orgánica de Participación Ciudadana, Art. 39). 

 

También, por medio de esta ley se conforma el Consejo de Participación 

Ciudadana y Control Social, que es el encargado de promover procesos de 

formación ciudadana y campañas de difusión sobre el ejercicio de los derechos 

y deberes establecidos en la Constitución y la ley, a través de la 

implementación de mecanismos de participación ciudadana y control social. 

 

Y con el fin de fortalecer la participación ciudadana, la Ley Orgánica del 

CPCCS creó la Secretaría Técnica de Participación Ciudadana y Control 

Social, la cual tiene tres subcoordinaciones a su cargo que son: 

Subcoordinación Nacional de Promoción de la Participación, Subcoordinación 

Nacional de Control Social y la Subcoordinación Nacional de Rendición de 

Cuentas. 

 

También, encontramos mecanismos de participación creados en los 

ministerios, al promover el ámbito de la participación ciudadana a través de 

proyectos y consejos que dan apertura al debate y fomentan la organización de 

espacios institucionales, donde se puedan discutir temas de interés público. 

Entre los cuales encontramos al Ministerio de Agricultura con el Consejo 

Campesino, al Ministerio de Salud Pública con Consejos de Salud, el Ministerio 

de Educación con Consejos Estudiantiles, el Ministerio Coordinador de la 
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Producción con comités regionales y mesas provinciales de la producción, 

entre otros. 

 

2.2. Silla vacía en el Distrito Metropolitano de Quito 

 

2.2.1. Conceptos generales 

 

Al haber analizado a la participación ciudadana como máximo requisito para 

mejorar la calidad democrática de un país y aplicarlo a la normativa 

ecuatoriana, es indiscutible sostener que la Constitución del 2008 propone un 

enfoque en la promoción de la participación ciudadana, totalmente relevante 

para la vida pública del país, enfatizando en los procesos y mecanismos que 

impulsarán desde adentro al sistema participativo del país. No obstante 

algunas prácticas jurídicas y políticas parecen contradecir el espíritu 

constitucional, o al menos deformarlo reproduciendo una lógica de 

concentración de poder, sin las garantías de inclusión, transparencia, y 

rendición de cuentas que han sido anteriormente mencionadas como 

relevantes para este ensayo. 

 

Dentro de este contexto, la figura de la silla vacía, un instrumento jurídico 

innovador implementado en la Constitución del 2008, encontrado en el artículo 

101 determina que:  

 

“Las sesiones de los gobiernos autónomos descentralizados serán públicas, y 

en ellas existirá la silla vacía que ocupará una representante o un 

representante ciudadano en función de los temas a tratarse, con el propósito de 

participar en su debate y en la toma de decisiones” (Constitución del Ecuador 

2008, Art. 101). 

 

Se trata principalmente de la participación que puedan realizar los ciudadanos 

de manera colectiva o individual para manifestar su voz y voto, sobre temas de 

índole general, participando en el debate y en la toma de decisiones. Tomando 
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en cuenta que no solamente se encuentra reconocido como un derecho de 

ciudadanía, sino como un principio de acción pública que definirá los 

lineamientos del funcionamiento de la institucionalidad del Estado.  

 

Castro plantea que la silla vacía es: “una instancia participativa-consultiva que 

busca promover la actuación de los ciudadanos en la esfera pública” (Castro, 

2015, p.325).  

 

Convirtiéndose en un instrumento fundamental para impulsar las proposiciones 

efectuadas alrededor de la teoría, consumándolas en la práctica. Considerando 

elemental la organización de los actores políticos para incidir en las diferentes 

esferas y planes que puedan ser elaborados por los diferentes niveles de 

gobierno. 

 

Por otro lado, Ramírez y Espinoza establecen que: “constituye una instancia 

participativa consultiva que promueve la actuación de los ciudadanos en 

determinados espacios públicos” (Ramírez y Espinoza, 2012, p.116). 

 

Fortaleciendo la expansión de espacios que aludan a una verdadera 

participación, permitiendo el ejercicio de los derechos políticos de la ciudadanía 

ecuatoriana.  

 

Evidentemente, se contempla que el ocupante de la silla vacía no tiene la 

calidad de un representante político, por lo cual es un ciudadano común, que 

se interesa por las propuestas que puedan realizar para apuntalar a una mejor 

calidad de vida en su entorno social.  

 

Uno de los objetivos planteados para llevarse a cabo la efectiva aplicación de 

esta figura es: “generar censos sociales, a través de mecanismos inclusivos 

que permitan visibilizar a actores no tradicionales” (Castro, 2015, p.326). 

Creando así una expansión general, que abarque a todos los ciudadanos 

interesados en los temas sociales que se demanda en la actualidad.  
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Otro de los objetivos perseguidos a través de la aplicación de este mecanismo, 

se concentra en la búsqueda de su incidencia para proyectar la elaboración de 

políticas públicas, en temas presupuestarios, evaluación de políticas, el control 

popular de funcionarios públicos y la participación en cualquier asunto público 

de interés público, entre otros. 

 

Finalmente, creo importante manifestar que la finalidad de la silla vacía supone 

la posibilidad de representar problemas públicos y no a personas con querellas 

individuales, preponderando la formulación de soluciones y alternativas a 

situaciones sociales que afectan la armonía en sociedad.  

 

2.2.2. Funcionalidad  

 

Es importante mencionar que cada gobierno descentralizado ha optado por la 

necesidad de instituir ciertos procedimientos para la aplicabilidad de la silla 

vacía, en razón de esto su implementación y funcionamiento no ha sido 

uniforme a nivel nacional.  

 

En varias ciudades del país notamos diferentes comportamientos 

organizacionales, como lo presentaremos a continuación: En la Ciudad de 

Cuenca, existieron 43 intervenciones, donde solo 4 personas participaron con 

voto y en las demás se abstuvieron. En Ambato, existieron 240 ciudadanos 

interesados en participar. En Manta la silla vacía se solicitó en 3 ocasiones y 

dos de ellas fueron negadas y finalmente en Portoviejo ha sido utilizada en 4 

ocasiones. (Castro, 2015, p.325). 

 

Primero, encontramos que el ciudadano que efectúe el uso de la silla vacía, 

tendrá que ser acreditado por las autoridades pertinentes, lo cual supone una 

verificación formal del perfil ciudadano, constatando que el interesado goce de 

sus derechos políticos.  
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Un aspecto que deviene conjuntamente con su actuación, es el resultado que 

se logre con su intervención, ya que participará con voz propia y derecho al 

voto, sobre el punto del día para el cual fue acreditado, estimando que puede 

abstenerse de accionar este derecho.  

 

Otra consideración muy importante, es acerca de la anticipación con la cual se 

publiquen las convocatorias y la agenda de las sesiones locales, para poder 

postular anticipadamente su participación, con lo cual se estipula que para las 

sesiones ordinarias es el plazo de 48 horas y en caso de sesiones 

extraordinarias es de al menos 24 horas, con esto se permite que los 

ciudadanos tengan el tiempo necesario para poder presentar su solicitud.  

 

Y por último, encontramos a la responsabilidad administrativa, que es 

considerada un tipo de sanción, que estipula que los ciudadanos que realizaren 

alguna acción negativa con su intervención, puedan ser objeto de sanciones 

administrativas, civiles y penales, las cuales no se encuentran especificadas en 

la normativa vigente.   

 

2.2.3. Situación actual en el Distrito Metropolitano de Quito, período 2012-

2016 

 

Cabe indicar que antes de realizar un análisis de mayor detalle en el caso del 

Distrito Metropolitano de Quito, es clave mencionar que en todos los demás 

cantones de la provincia de Pichincha ya existían ordenanzas y reglamentos 

que regulaban la aplicación de la silla vacía, con excepción de la Ciudad de 

Quito.  

 

Recientemente en el presente año, en el mes de marzo se dispuso a proponer 

un procedimiento propicio para efectivizar este mecanismo en el Distrito 

Metropolitano de Quito y es por esto que no existía ninguna intervención 

ciudadana desde la emisión de la Constitución en el año 2008 hasta el anterior 

año en el 2016, según se puede constatar en el oficio No 2272 de la Secretaria 
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General del Concejo Metropolitano de Quito, donde se informa que dentro de 

los archivos de la Secretaría General, no existe información sobre pedido de la 

comunidad para hacer uso de esta figura hasta el 27 de septiembre del 2016. 

Razón por la cual no se podía hablar de una verdadera participación ciudadana 

a través de la activación de este instrumento.  

 

El oficio antes mencionado fue entregado a finales del mes de septiembre, 

verificando la inexistencia del uso de la silla vacía, por lo cual establecí que era 

imprescindible verificar si en este lapso de tres meses, esta figura había sido 

utilizada por los quiteños y quiteñas, mediante otra petición a la Secretaría 

General, el día 28 de noviembre del 2016. Y la última fecha en enviar un correo 

solicitando la misma información, fue el día 02 de febrero del año en curso y se 

manifestó que no habían existido intervenciones hasta la fecha. Lo cual ratifica 

la necesidad de crear medios para promocionar este mecanismo y que los 

ciudadanos puedan hacer un uso efectivo de la silla vacía, pudiendo así 

plantear sus opiniones sobre temas particulares que afectan a la ciudadanía 

quiteña.  

 

A continuación, para una mayor abstracción de los niveles participativos de la 

silla vacía, se elaborará un cuadro comparativo de los cantones de la provincia 

de Pichincha, tomando la información de los cuadros de José Castro, del año 

2015, asignando el valor 1 si la característica se encuentra presente y 0 si está 

ausente:   

 

Tabla 6. Niveles participativos de la silla vacía en la Provincia de 

Pichincha 

GAD Implementación 

de la SV 

Legislación 

propia 

Solicitudes 

ciudadanas 

Quito 0 0 0 

Mejía 0 1 0 

Cayambe 1 1 1 

San Miguel de 0 1 0 
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los Bancos 

Pedro Vicente 

Maldonado 

1 1 1 

Puerto Quito 1 1 1 

Pedro Moncayo 1 1 1 

Rumiñahui 0 1 1 

Tomado de: (Castro, 2015, p.325). 

 

De esta manera, se puede concluir que en la capital no ha existido un 

verdadero impulso a la configuración de este mecanismo de participación 

ciudadana, constatando que desde el mes de marzo del presente año, ya 

contamos con una ordenanza que determina el procedimiento de aplicación de 

la silla vacía, pero todavía no existen ciudadanos interesados en utilizar dicha 

figura, subsistiendo la falta de interés ciudadana para el desarrollo de los 

objetivos que se pretende alcanzar por medio de este instrumento jurídico.  

 

2.2.4. Breve análisis de la Ordenanza Metropolitana No 0102 

 

La ordenanza en mención, fue discutida y aprobada en dos debates, en 

sesiones el 22 de octubre del 2015 y el 25 de febrero del 2016 y posteriormente 

aprobadas por el Alcalde del Distrito Metropolitano de Quito, el señor Mauricio 

Rodas, el 03 de marzo del 2016.  

 

En la misma se pronuncia el procedimiento por el cual se llevará a cabo la 

implementación de la silla vacía, estimando que la misma podrá ser ocupada 

por uno o más ciudadanos, sin establecer un número exacto de participantes.  

 

También, se menciona que el derecho a la silla vacía se ejerce por tema, más 

no por sesión, lo que formula a que el ciudadano acreditado para un tema en 

particular, tendrá que participar en todas las sesiones, a las cuales sea 

convocado.  
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La norma establece que puede haber intervenciones de representantes 

ciudadanos o de organizaciones sociales, estableciendo ciertos requisitos para 

cada una.  

 

En las organizaciones se verificará lo siguiente: 

a) Tener su domicilio civil en el Distrito Metropolitano de Quito; 

b) El acta emitida por la organización social en la cual se designa al 

representante principal y suplente para ocupar la silla vacía y deberá 

constar expresamente el tema sobre el cual emitirá sus observaciones y 

comentarios.  

 

Se estipula que deberá existir una alternación de los representantes 

ciudadanos y un mismo representante no podrá ocupar la silla vacía, en un 

mismo período legislativo. 

 

Por otro lado, para los representantes ciudadanos se solicita: 

a) Ser mayor de edad; 

b) No ser funcionario público en un cargo relacionado con el tema a tratarse, ni 

haber participado como candidato principal o alterno a concejal o alcalde en 

el presente período legislativo; 

c) Tener domicilio en el Distrito Metropolitano de Quito; 

d) Copia de cédula; 

e) Dirección domiciliaria, correo electrónico y número telefónico para efectos de 

las respectivas notificaciones. 

 

Dentro del procedimiento que se seguirá para ocupar la silla vacía, se 

mencionan 7 puntos: 

a) Solicitud: Remitir una solicitud escrita formal, adjuntando los documentos 

que constan en los requisitos y exponer ´los motivos y un resumen de su 

posición al respecto, debidamente fundamentada. 

b) Verificación de requisitos: La Secretaría General del Concejo tendrá el 

término de 5 días para verificar que los requisitos presentadas se 
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encuentren correctos y, de ser así, remitirá la solicitud a la comisión 

encargada del tema solicitado, para que cuando se esté dando el 

tratamiento previo de la iniciativa legislativa correspondiente, se programe la 

participación del interesado.  

c) Participación: La participación en la silla vacía, de cualquier tipo de 

organización de la sociedad civil, se realizará en todas las etapas y 

procedimientos de aprobación de las decisiones del Concejo Metropolitano. 

d) Límite para presentar solicitud: La Secretaría General del Concejo podrá 

receptar solicitudes de acreditación, previo a la aprobación del informe de la 

comisión respectiva para primer debate.  

e) Notificación: La Secretaría General del Concejo será la encargada de 

notificar a la comisión respectiva, para informarle de la acreditación de los 

representantes acreditados, a quienes se les entregará una copia íntegra 

del expediente respectivo. La asistencia de las sesiones no es obligatoria.  

f) Reunión de Consenso: En caso de que existan dos o más acreditados, se los 

convocará a una reunión de consenso, posterior a la aprobación del informe 

de la comisión para segundo debate, pudiendo así llegar a un consenso 

sobre el voto, designando a la persona que intervendrá ante el Concejo 

Metropolitano.  

En caso de que no haya acuerdo, se escogerá un representante por cada 

posición.  

g) Votación: El o los ciudadanos acreditados, será convocados a una sesión 

ordinaria o extraordinaria del Concejo para intervenir y votar, solamente 

para el punto del orden del día para el que presentaron la solicitud. 

Se considera que solamente en casos de iniciativa popular, que cumpla con los 

parámetros de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana y por el Consejo 

Nacional Electoral, el representante no tenga que cumplir con los requisitos 

establecidos.  

Se puntualizan ciertas obligaciones para el ciudadano que participe, entre las 

cuales se encuentran: 

a) Asistir puntualmente a las sesiones de comisión y del Concejo Metropolitano; 
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b) Ejercer su función en forma personal y directa; no podrá delegar a nadie, 

excepto a su suplente; 

c) Demostrar una cultura de respeto en el ejercicio de la atribución que le ha 

sido conferida y; 

d) Ejercer su participación dentro del marco normativo nacional y distrital 

vigente. 

 

Finalmente, se exponen las responsabilidades que acarreará su intervención, 

como lo es civil y penalmente, sin definir exactamente cuáles son o la 

normativa donde se las puede encontrar. 

 

Conjuntamente con la emisión de dicha ordenanza, se pretende desarrollar el 

futuro de la silla vacía, posicionando la base para que los quiteños y quiteñas 

hagan uso de este mecanismo, conjuntamente con la entrega de información 

de las sesiones que se fueren a realizar y de la funcionalidad de la silla vacía, 

profundizando así un mayor interés en las intervenciones ciudadanas que 

todavía no ha podido ser alcanzado.  
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3. CONCLUSIONES 

 

Tras el recorrido efectuado con la presentación de temas tanto teóricos como 

prácticos, es indispensable rescatar algunos conceptos claves que expondrán 

las ideas básicas del ensayo académico presentado, proponiendo tres 

conclusiones preliminares que llevarán a cabo la obtención de una idea 

general:  

 

La sociedad actual demanda cambios transformadores a medida de que 

comprende el alcance de sus derechos, siendo la democracia deliberativa el 

medio propicio para consolidar dicho avance, potenciando la construcción de 

una sociedad  participativa que conoce a profundidad de los temas que se 

desarrollan alrededor de su vida cotidiana; es así que, la propuesta que 

conlleva la deliberación sostiene una transformación desde abajo, conformada 

por la ciudadanía, que regenerará la vida democrática y pondrá en 

funcionamiento las acciones políticas sociales. 

 

Al manifestar la idea de empoderamiento, se pretende dar un mayor impulso a 

la teoría de la democracia deliberativa, proponiendo desde un inicio un 

resultado con altas expectativas, que reformulará la perspectiva de los 

derechos de participación, concluyendo con una apreciación individual y 

colectiva de las armas constitucionales, de las cuales somos titulares. 

  

La idea de participación ciudadana viene a ser la confluencia de la teoría 

presentada, contribuyendo con aspectos de la realidad ecuatoriana, que nos 

muestran distintos espacios donde se lleva a cabo dicha participación, 

estableciendo pautas dentro de la normativa para dar alcance a estos 

conceptos, logrando una verdadera intervención ciudadana.  

 

Y finalmente, la idea general fundada a través de la conformación de aspectos 

tanto teóricos, como prácticos, confluyen en la figura de la silla vacía como un 

mecanismo totalmente inclusivo, permitiendo que cualquier ciudadano pueda 
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ser escuchado al proponer ideas y ser parte del debate público que se lleva a 

cabo en los GAD’s, participando activamente con voz y voto. De la norma 

plasmada a la realidad, se evidencian varias debilidades, que tendrán que ser 

tomadas en cuenta por los órganos encargados de la promoción, control y 

aplicación de este mecanismo, para inducir un mayor grado de efectividad que 

conlleve el uso de la silla vacía por parte de los ciudadanos, situando como 

lineamientos para la consecución de sus fines a la democracia deliberativa y al 

posterior empoderamiento.  

 

Culminando la exposición del tema escogido, cabe mencionar algunas 

disposiciones de carácter general que serán de enorme importancia para el 

lector; al proponer recomendaciones que impulsen la funcionalidad del 

mecanismo de participación silla vacía, no solo en el Distrito Metropolitano de 

Quito, sino al nivel de los GAD’s encargados de la implementación del mismo. 

Sugiriendo como base estructural la promoción de dicha figura a nivel nacional, 

logrando así un mayor nivel de inclusión ciudadana, que parte desde la 

comunicación impartida por los órganos de control, que formalizan la entrega 

de información precisa y adecuada a los ciudadanos.  

 

Puntualizando talleres y programas de parte de los órganos competentes, para 

manejar procesos de interacción con los ciudadanos, donde se pueda 

formalmente presentar todo tipo de información relacionada con el uso de la 

diversidad de mecanismos existentes. Podemos constatar, que en la actualidad 

ya se encuentran funcionando dichos programas, pero necesitan mayor 

promoción y alcance a la generalidad de espacios públicos, donde la gente 

realmente pueda interesarse y ser parte de la iniciativa participativa.  

 

Otra de las precisiones que cabe mencionar, es lograr un interés por parte de 

los ciudadanos, ya que como hemos visto una de las causas de que no exista 

un uso idóneo de este mecanismo, es precisamente a raíz del desinterés social 

que tiene estrecha relación con la primera recomendación presentada, 

incentivando que la gente a través del conocimiento del funcionamiento de este 
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mecanismo, realmente se interese en participar en la activación de no solo de 

la silla vacía, sino de la pluralidad de mecanismos existentes en las normas 

constitucionales.  

 

Otro de los puntos más relevantes, es en cuanto a las trabas burocráticas 

relacionadas con la solicitud que da inicio al proceso de requerimiento de la 

silla vacía, donde nos encontramos con que dicha solicitud tiene que estar 

acompañada de una exposición de motivos y un resumen de la posición que se 

tiene sobre el tema en el que se quiere participar. Limitando así, la simplicidad 

que acarrea este mecanismo, haciendo proposiciones previas para poder 

aprobar o negar este derecho de participación, cuando la activación de este 

tendría que ser de una manera simple y concisa.  

 

Y finalmente, los órganos de control encargados de la verificación y control de 

que los procesos participativos se lleven a cabo, necesariamente requieren de 

poder coercitivo, el cual es inexistente en el Consejo de Participación 

Ciudadana y Control Social, para así poder sancionar los actos 

gubernamentales que impidan o vulneren los procedimientos participativos y 

den un mayor ámbito de acción a los órganos encargados de su revisión.  
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